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A.Por lo general, las crisis financieras no son el resultado de una regulación 

excesiva del trabajo, por lo que la desregulación laboral no ayuda a superarlas. 

De hecho, las reformas laborales convencionales adoptadas en los últimos 

años en el marco de políticas de austeridad no parecen haber ayudado a los 

países a recuperarse ni han permitido reinstaurar un acceso al empleo 

equivalente al de antes de la crisis.  

En lugar de ello, han socavado los derechos laborales y otros derechos sociales 

consagrados en el derecho internacional. Por consiguiente, ya es hora de 

cuestionar la idea imperante de que la desregulación de los mercados de 

trabajo es una respuesta adecuada y legítima a las crisis financieras. Antes 

bien, lo que se necesita es todo lo contrario, es decir, medidas de reforma 

guiadas por el contenido normativo de los derechos laborales consagrados en 

el derecho internacional de los derechos humanos que fomenten la igualdad 

de género, favorezcan el empleo y proporcionen mayores posibilidades de 

ejercer esos derechos a los grupos y las personas marginadas”.  

La transcripta, es una de las conclusiones a las que arribó, después de una 

prolongada investigación y consulta, el Experto Independiente sobre las 

consecuencias de la deuda externa y las obligaciones financieras 

internacionales conexas de los Estados para el pleno goce de todos los 
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derechos humanos, sobre todo los derechos económicos, sociales y culturales, 

Organización de las Naciones Unidas (ONU), Juan P. Bohoslavsky, en un muy 

reciente Informe, transmitido al Consejo de Derechos Humanos (ONU) (1). 

Más aún; en un número cada vez mayor de estudios, añade, se viene 

señalando que las normas del trabajo tienen efectos económicos positivos, 

entre otras cosas, en la productividad y la innovación (§ 56). 

B. Ocurre que, como es sabido, para enfrentar situaciones de crisis financiera, 

económica o de otra índole, en muchos supuestos fruto de elevados 

endeudamientos externos, o ante la inminencia de una crisis de la deuda, con 

el fin de elevar el nivel de la productividad y así superar esos trances, suelen 

adoptarse políticas en detrimento de los derechos laborales, aun cuando 

también suelen emplearse como “pretexto” para aplicar políticas favorables a 

las empresas, que de otro modo resultarían sumamente impopulares (Informe, 

§ 10; infra Q). 

C. Promotores entusiastas de estas reformas laborales regresivas, acostumbran 

ser importantes acreedores oficiales, entre ellos, el Banco Mundial y el Fondo 

Monetario Internacional (FMI), al que se han sumado, últimamente, la 

Comisión Europea y el Banco Central Europeo: Troika (Informe, § 13; vid. infra 

N y Ñ).  

Esto es así, de manera abierta o por medios sutiles, incluido, para el FMI, su 

labor de supervisión macroeconómica bilateral, en ejercicio del conocido art. 

IV de su Convenio Constitutivo, que ejerce cierta presión sobre los Estados, 

puesto que los inversores potenciales o existentes y los prestamistas 

bilaterales a menudo utilizan esos informes (Informe, § 13) (2) . 

Los estudios demuestran que el FMI y el Banco Mundial se han apropiado del 

discurso relativo a los derechos humanos económicos y sociales, de una 

manera que sustenta sus políticas económicas. Esto es así, e.g., al enmarcar 

esos derechos como resultados del mercado en lugar de emplazarlos como un 

contrapeso de este, sujetando, de tal manera, los primeros a la lógica del 

segundo, lo cual se observa, especialmente, en su énfasis sobre la importancia 

de crear fuentes de trabajo más que en las condiciones de trabajo y empleo. 

Bajo esta lógica, los trabajadores tendrían un interés en el crecimiento 

económico que es entendido como una precondición de la creación de empleo 



y, por consiguiente, en la desregulación del derecho laboral. Este discurso 

entraña, p.ej., que la protección del empleo, en realidad, no protege los 

intereses de los empleados (3). 

Olvidan sin rebozos, parafraseando a la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

(Corte SJN), que el respeto y la protección de los derechos humanos es menos 

una consecuencia del desarrollo que un prerrequisito de este (4) . Desdeñan 

paladinamente, a la vez, el muy compresivo corpus iuris internacional en 

materia laboral, v.gr., el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales (PIDESC) y la Declaración Universal de Derechos Humanos (de 

jerarquía constitucional en nuestro medio), e instrumentos regionales, p.ej., la 

Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (ídem) (5) , el Protocolo de San Salvador, 

la Carta Social Europea, amén del abanico de convenios adoptados en el marco 

de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), verdaderos tratados 

internacionales (6). Desairan con soberbia, asimismo, que nada hay en los 

caracteres de una organización internacional que justifique que sea 

considerada como una suerte de “super-Estado” (7). Niegan con descaro, 

finalmente, que los derechos económicos y sociales tienen por función corregir 

los excesos del mercado libre (8). 

Luego, si el FMI va a seguir desempeñando un papel protagónico en la 

gobernanza económica internacional, debe estar integrada dentro de su 

mandato la rendición de cuentas en toda la gama de obligaciones en materia 

de derechos humanos, con primacía sobre cualquier otra consideración de 

política global (9). 

D. Las presentes cuestiones, por lo pronto, nos ponen cara a cara, inter alia, 

con el principio de progresividad, que el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (Comité DESC) viene sosteniendo con encomiable firmeza 

desde hace largos años, además de haberlo reafirmado, junto con otras 

doctrinas que iremos viendo, en fecha cercana por vía de una declaración muy 

apropiada para nuestro objeto: “Deuda pública, medidas de austeridad y Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales” (Declaración) 

(10) . Expresó, en esta ocasión, respecto de las medidas regresivas, incluso en 

contextos de crisis económicas o financieras, derivadas, p.ej., de una elevada 

deuda externa, que su validez se encuentra condicionada a que la adopción 
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resulte “inevitable”, para lo cual es perentorio que: a. sean “necesarias y 

proporcionadas”, en el sentido de que “la adopción de cualquier otra política o 

el hecho de no actuar resultaría más perjudicial para el ejercicio de los 

derechos económicos, sociales y culturales”; b. se mantengan en vigor 

“únicamente en la medida de lo necesario”; c. no causen discriminación; d. 

mitiguen las desigualdades que pueden agudizarse en tiempos de crisis; e. 

garanticen que los derechos de los individuos y grupos desfavorecidos y 

marginados no se vean afectados de forma desproporcionada. Se une a todo 

ello: f. no afectar el contenido “básico mínimo” de los derechos amparados por 

el PIDESC (§ 4). El Informe se alinea en la misma manda: cuando un Estado 

intenta introducir medidas regresivas, debe proceder a un “estudio previo de 

la posibilidad de optar por soluciones menos perjudiciales” (§ 22), y 

“demostrar que esas medidas son temporales, necesarias, no discriminatorias 

y que respetan al menos sus obligaciones básicas” (ídem; asimismo: § 23). Su 

adopción, además, requiere estar precedida de un proceso seriamente 

participativo (11) y de la “evaluación exhaustiva de las repercusiones 

acumulativas” (12) . Acentuamos esto último por cuanto, en los casos en que 

los Estados recurren a una combinación de medidas, lo cual es frecuente, la 

evaluación del impacto en los derechos humanos debería pesar el posible 

efecto acumulativo de aquellas, puesto que es la acumulación lo que suele 

tener los efectos más graves (13). 

E. Con lo anterior, a un tiempo, se ven reforzadas dos destacadas vertientes 

jurisprudenciales de la Corte SJN. Primero, la relativa al principio de 

progresividad, por cuanto, tras caracterizarlo como principio constitucional 

“arquitectónico”, lo ha aplicado, en más de una oportunidad, 

fundamentalmente para ejercer el control de constitucionalidad y el de 

convencionalidad en materia de derechos económicos y sociales, con 

resultados desfavorables para los actos gubernamentales impugnados. Un caso 

paradigmático para nuestro asunto, por lo que será de reiterada cita, resultó 

Asociación de Trabajadores del Estado s/ acción de inconstitucionalidad , en el 

que invalidó, inter alia, por regresiva, una rebaja salarial, dispuesta por las 

autoridades mediante la invocación de una emergencia general (14). El 

indicado doble control (constitucionalidad/convencionalidad) se explica, pues 

el principio de progresividad no solo está prescripto en cuerpos legales de 

origen internacional (PIDESC, art. 2.1; Convención Americana sobre Derechos 



Humanos, art. 26), sino también en la propia Constitución Nacional (15). 

Hagamos presente, además, que sobre las medidas regresivas pesa una “fuerte 

presunción” de ser contrarias al PIDESC (16). Segundo, la vinculada con el 

mentado contenido “básico mínimo” de los derechos: “quienes tienen a su 

cargo la administración de los asuntos del Estado deben cumplir con la 

Constitución garantizando un contenido mínimo a los derechos fundamentales 

[…]” (17). Acotemos que esto último se impone, a fortiori, en la medida en que 

dicho contenido, ese núcleo duro de todos y cada uno de los derechos 

económicos y sociales, se emplaza, conforme lo hemos sostenido, en el 

encumbrado plano del ius cogens (18) . 

F. Los argentinos debemos evitar que huya de nuestra memoria, ante los corsi 

e ricorsi del devenir que nos marca, que ya para 1999, el Comité DESC, aun 

cuando reconoció las dificultades que atravesaba para entonces la economía 

de nuestro país, no dejó por ello de expresar que “la ejecución del programa 

de ajuste estructural ha menoscabado el disfrute de los derechos económicos, 

sociales y culturales, en particular en el caso de los grupos desfavorecidos […] 

las medidas adoptadas para promover la creación de empleos no han 

garantizado [los] derechos económicos, sociales y culturales, particularmente 

en tiempos de creciente desempleo […] el Estado Parte ha efectuado reformas 

legislativas que tienden a aumentar la precariedad de la relación laboral […]” 

(19). Valga puntualizar, por lo adelantado (C), que durante el proceso que 

concluyó con las señaladas Observaciones, la propia delegación argentina 

expresó ante el Comité DESC, que la flexibilidad laboral fue uno de los 

condicionamientos impuestos al Gobierno por el FMI (20) . Asimismo, para 

2011, observó con preocupación en Argentina a. “el gran número de 

trabajadores del Estado parte empleados en el sector informal de la economía 

y lamenta que un porcentaje considerable de ellos, por ejemplo los 

trabajadores migratorios, no tengan acceso al sistema de seguridad social, en 

particular a los planes de pensiones”, y b. “la discriminación con respecto a las 

condiciones de trabajo y a los salarios mínimos experimentada en particular 

por los trabajadores tercerizados o temporeros, así como por las mujeres en 

los trabajos domésticos, la industria textil y el sector agrícola (arts. 6 y 7)” (21). 

Bien podría agregarse el Comité de Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, por cuanto, entre las numerosas 

preocupaciones que le despertó nuestro país para 2011, se encuentra el hecho 



de que “los trabajadores migratorios en situación irregular suelan ser 

sometidos a trabajos forzosos, abusos y explotación, que incluyen 

remuneraciones inadecuadas, horarios de trabajo excesivos y restricciones a su 

libertad de circulación, en particular en la industria textil, la agricultura y el 

trabajo doméstico. También le preocupa que las mujeres migrantes en 

situación irregular que trabajan como empleadas domésticas estén 

particularmente expuestas a la explotación, la violencia sexual y el acoso 

sexual de los empleadores a causa de su dependencia económica y su limitado 

acceso a recursos judiciales” (22) . 

Mas, al ingresar en el siglo XXI, “se observa [en Argentina] un aumento del 

empleo y, en particular, del empleo asalariado formal. Esto se registra en un 

contexto donde se dio marcha atrás con las reformas flexibilizadoras de la 

década anterior (tanto en lo que se refiere a la legislación de protección del 

empleo como a las reducciones generales de las contribuciones patronales). 

Este resultado, por lo tanto, permite rechazar la hipótesis que sostiene que la 

desregulación y la mayor flexibilización laboral y de reducción de costos 

laborales conducen concluyentemente a un menor nivel de informalidad. Por 

el contrario, la evidencia pone de manifiesto la importancia que adquieren la 

configuración macroeconómica y las políticas que fomentan la creación de 

trabajo decente” (23) . 

Y añadamos, por si acaso, que la “ocupación plena y productiva” es 

compromiso del Estado, sí, “pero en condiciones que garanticen las libertades 

políticas y económicas fundamentales de la persona humana” (PIDESC, art. 

6.2). 

Dice un popular adagio que hay algo peor que tropezar dos veces con la misma 

piedra: que nos guste la piedra (24). 

G. El referido pasado agraviante, aclarémoslo, no fue solo argentino. En 

América Latina, determinadas formas de empleos atípicos fueron introducidas 

mediante reformas laborales llevadas a cabo entre finales de la década de 

1980 y principios de la década de 1990, siguiendo la lógica de que la 

flexibilización laboral mejoraría la competitividad (25) . Mas, los estudios de 

casos relativos a Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, México y Uruguay, evidencian 

que los cambios no depararon progresos en materia de empleo, informalidad o 



cobertura de protección social que habían esperado los defensores de las 

reformas. Por el contrario, a principios del decenio de 2000 muchos más 

latinoamericanos ocupaban puestos precarios en el mercado de trabajo, con 

mermada protección social y perspectivas poco halagüeñas de acumular 

cotizaciones suficientes para percibir una pensión en la vejez (26). 

H. Tampoco resultan, las anteriores, calamidades exclusivas de nuestra región. 

Sin desconocer el contexto de la crisis económica y financiera de España, el 

Comité DESC, para 2012, recomendó a ese país “que evite cualquier retroceso 

en el ámbito del empleo, incluyendo en materia de protección de los derechos 

laborales de los trabajadores” (27). Los profundos aprietos que sufría Grecia, 

tampoco impidieron que el Comité DESC, en 2015, le recomendara firmemente 

que “tomara las medidas necesarias”, inter alia: a. “para que todos los 

trabajadores perciban un salario mínimo que les permita gozar de unas 

condiciones de vida decentes para ellos y sus familias, y que este salario se 

revise y ajuste periódicamente”, y b. “para velar por la aplicación de las 

garantías existentes y evitar así la práctica de reemplazar los contratos de 

duración determinada por contratos a tiempo parcial y otras modalidades 

flexibles de empleo de remuneración más baja, en particular mediante la 

creación de oportunidades de trabajo decente que ofrezcan seguridad laboral 

y protección adecuada a los trabajadores, a fin de salvaguardar [sus] derechos 

laborales” (28). A la par, le indicó que “reconsidere la reducción de las 

prestaciones de planes no contributivos, porque afectan a los grupos más 

desfavorecidos y marginados, y deje sin efecto los recortes de las prestaciones 

contributivas de la seguridad social” (29). En igual sentido, en relación con 

crisis económicas, medidas de austeridad y reducción de derechos económicos 

y sociales, abundan otros numerosos testimonios críticos análogos del Comité 

DESC en el visitado terreno de las observaciones finales a los informes de los 

Estados parte (30) . Desde luego, estos desenlaces, si se quiere, ya estaban 

prenunciados en su Observación general Nº 18. El derecho al trabajo (art. 6, 

PIDESC) (31) , y en su Observación general N° 23 sobre el derecho a 

condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias (art. 7, PIDESC) (32), 

advirtiendo esta última, concorde con lo ya recordado (D y E), que el art. 7 

“incluye una lista no exhaustiva de elementos básicos para garantizar 

condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias” . Es relevante parar mientes 

en la procedencia de estos antecedentes, por dos razones, al menos. Primero, 



el Comité DESC resulta, según la jurisprudencia de la Corte SJN, el “intérprete 

más autorizado del PIDESC en el plano internacional” (33). Segundo, Argentina, 

entre otros países, ha ratificado el Protocolo Facultativo, PIDESC, que prevé 

diversas modalidades de control de la observancia por los Estados de las 

obligaciones asumidas en este último tratado, en manos del Comité DESC, 

entre las cuales se encuentra el régimen de comunicaciones individuales (34). 

El trabajo decente o digno, vale decir, “el trabajo que respeta los derechos 

fundamentales de la persona humana”, constituye, precisamente, uno de los 

“cimientos” de “un proceso sostenible de reducción del déficit y la deuda” y de 

“estabilidad social”  (35). 

I. Más aún; según la Declaración (§ 2), entre los DESC que corren “mayor 

peligro” en los períodos de políticas de austeridad, se encuentran: los derechos 

laborales, especialmente el derecho a trabajar (PIDESC, art. 6), el derecho a 

condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias, en particular el derecho a 

un salario equitativo y a una remuneración mínima que proporcione a los 

trabajadores condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 

(ídem, art. 7), el derecho a la negociación colectiva (art. 8) (36) , y el derecho a 

la seguridad social, incluidas las prestaciones de desempleo, la asistencia social 

y las pensiones de vejez (ídem, arts. 9 y 11) (37) . Todo ello, por cierto, en 

oposición con buena parte de los diecisiete objetivos de la Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible, adoptada por Asamblea General, ONU (38) 

J. Para más, el mencionado “mayor peligro”, suele estar acompañado de un 

fuerte efecto discriminador: a. las supresiones de puestos de trabajo, la 

congelación de los salarios mínimos y los recortes de prestaciones de 

asistencia social afectan de manera desproporcionada a las familias de bajos 

ingresos, especialmente aquellas con hijos, y los trabajadores menos 

cualificados (discriminación por motivos de origen social o posición económica, 

PIDESC, art. 2.2; Declaración, § 2) (39); b. la reducción de las prestaciones de 

los servicios públicos y el establecimiento o incremento de las cuotas o tarifas 

que pagan los usuarios en esferas tales como el cuidado de niños, la educación 

preescolar, los servicios públicos o los servicios de apoyo a la familia afectan 

desproporcionadamente a las mujeres, por lo que pueden constituir un 

retroceso en términos de igualdad de género (ídem, arts. 3 y 10; Declaración, § 

2) . Al respecto, la crisis social, económica, política y financiera, tampoco evitó, 



en 2002, que el Comité para la Eliminación de la Discriminación de la Mujer, 

transmitiera a Argentina su inquietud por el agravamiento creciente de la 

pobreza y la miseria, en la cual vive más de la mitad de la población, y de lo 

cual las mujeres eran las principales víctimas (40). 

K. Efectos todos discriminadores, por cierto, pero no menos violatorios del 

principio de justicia social, agregaríamos (41). Mayormente cuando, por un 

lado, si algo suponen las políticas de ajuste, es que los esfuerzos por proteger 

los derechos económicos  y sociales más fundamentales adquieran “una 

urgencia mayor, no menor”, desde el momento en que la “’protección’ de las 

‘capas vulnerables de la población’ es, precisamente, ‘el objetivo básico del 

ajuste económico’” (42). De ahí que “la ‘cuestión de la equidad’, vale decir, 

‘¿qué capas de la sociedad deberán soportar el costo de la crisis, y cómo se 

puede proteger mejor y dar más autonomía a los más vulnerables?’, tiene una 

respuesta ineludible: ‘no puede ser que ese peso recaiga en última instancia en 

las familias trabajadoras’ (43) . Y, por el otro, numerosos órganos de la ONU y 

mecanismos de derechos humanos han llegado a la conclusión de que las crisis 

financieras amenazan el gasto público en un amplio abanico de servicios de 

bienestar social precisamente donde y cuando más se los necesita. Las 

medidas de austeridad han contribuido a prolongar la crisis económica y han 

supuesto una amenaza para los derechos humanos mayor que la que 

planteaba la propia crisis (44). Ciertamente: una mayor desigualdad dificulta el 

desarrollo, cuando no, lisa y llanamente, causa subdesarrollo (45). A cualquier 

evento, quede asentado que “el objetivo constitucional reside en el ‘desarrollo 

humano’, y, si de progreso económico se tratara, su tutor es la ‘justicia social’ 

([CN] art. 75.19)” (46). 

Las investigaciones han puesto a la luz que la distribución equitativa de la 

riqueza se alcanza, cuando los gobiernos protegen los derechos de los 

trabajadores (47). Las naciones de economías emergentes que compiten para 

crear un clima de negocios favorable, o una integración en la economía global, 

suelen marchar en una carrera hacia abajo (race to the bottom) en materia de 

derechos laborales, y reforzar las prerrogativas de los empleadores a expensas 

de los empleados (48) . Esta carrera también la observa el Comité DESC en su 

“Observación general n° 24 sobre las obligaciones de los Estados en virtud del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el 



contexto de las actividades empresariales”, de 2007: “la reducción de 

impuestos a las sociedades con el único fin de atraer inversores fomenta una 

competencia a la baja que, en última instancia, merma la capacidad de todos 

los Estados de movilizar recursos a escala nacional para hacer efectivos los 

derechos del [PIDESC]. Como tal, esa práctica es incompatible con las 

obligaciones que incumben a los Estados partes en virtud del Pacto” (§ 37). 

Empero, pesquisas de campo revelan que los países en desarrollo que respetan 

los derechos humanos son más exitosos en atraer inversiones extranjeras 

directas que aquellos caracterizados por prácticas abusivas de derechos 

humanos (49) . 

L. Sin embargo, entre las siete medidas más comunes en este ámbito, se 

encuentran, para lo que nos interesa: a. los recortes y topes de la masa salarial 

y la reducción de puestos en el sector público; b. la reforma de las jubilaciones 

y pensiones, y c. la racionalización y otras medidas que afectan a las redes de 

protección social (50). A su turno, las medidas de privatización de las empresas 

del sector público han tenido como consecuencia la sustitución de empleos 

estables con condiciones laborales dignas por empleos precarios en 

subcontratación, en los que no se respetaban plenamente las disposiciones 

pertinentes de la legislación laboral (Informe, § 35). Un estudio sobre 131 

países, para el lapso 1981-2003, concluye en que los países bajo ajustes 

estructurales por largos períodos, tienden a tener gobiernos que proporcionan 

menores expectativas de las que se esperaban en materia de derechos 

económicos y sociales (51) . Otra indagación practicada en 123 países atestigua 

la relación negativa entre los programas de ajuste estructural y los derechos 

laborales colectivos, particularmente en lo que se refiere a la libertad de 

asociación y al derecho a la negociación colectiva, tanto normativamente como 

en la práctica (52); mientas que en un análisis de los datos de 20 países de la 

Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), no se encontró 

ninguna relación entre el debilitamiento de las instituciones del mercado de 

trabajo y una disminución del desempleo, al paso que se determinó que había 

correlación entre la negociación colectiva coordinada y un desempleo más bajo 

(Informe, § 44). A su turno, la investigación de campo sobre el trabajo juvenil, 

da cuenta de que si bien el empleo temporal se ha vuelto mucho más común 

entre los jóvenes, su desregulación no ha hecho nada para reducir el 



desempleo juvenil o aumentar las tasas de empleo juvenil (53 . Asimismo, un 

examen sobre Argentina, Brasil y México, publicado por la OIT, invalida el 

“argumento simplista” para el cual el relajamiento de las condiciones de los 

contratos de trabajo y de los despidos sería suficiente para mejorar el empleo 

(54). 

Y si los programas del FMI perjudican el crecimiento económico y la 

distribución de los ingresos fuera del universo laboral, es en este último, lejos, 

donde se produce lo peor (55). 

Por ende, resulta oportuno puntualizar que “[t]odo Estado parte que aspire a 

recibir asistencia financiera debe tener presente que toda condición 

injustificable impuesta en la concesión de un préstamo que obligue al Estado a 

adoptar medidas regresivas en la esfera de los derechos económicos, sociales y 

culturales constituirá una violación del [PIDESC]” (Declaración, § 4). 

M. El Comité Europeo de Derechos Sociales, para 2012, en oportunidad de 

condenar a Grecia por violación del art. 7.7, Carta Social Europea (1961), al 

haber excluido de la legislación laboral a los contratos de aprendizaje, afirmó 

que, aun cuando sea razonable que los Estados parte, a fin de responder a las 

crisis, procedan a cambios de sus normas y prácticas, especialmente limitando 

el gasto público o liberando a las empresas de ciertas obligaciones económicas, 

las medidas tendentes a flexibilizar el empleo con vistas a combatir la 

desocupación no deberían tener como resultado la privación a los trabajadores 

de sus derechos laborales que los protegen contra las decisiones arbitrarias de 

sus empleadores o de los peores efectos de las fluctuaciones económicas. La 

entrada en vigor y el mantenimiento de dichos derechos fundamentales, 

remató, constituye el objetivo esencial de la citada Carta (56). El mencionado 

Comité Europeo, por lo demás, en lo referente a la protección contra los 

despidos, llegó a la conclusión, en 2014, de que las reformas introducidas por 

España vulneraban el derecho a un plazo razonable de preaviso en caso de 

terminación del empleo, lo cual atañía, entre otras cosas, a las disposiciones 

legislativas que dejaban la fijación de los plazos de preaviso a la discreción de 

las partes contratantes y permitían, con arreglo a ciertos contratos, que los 

empleadores despidieran sin preaviso a los empleados que se encontraban en 

período de prueba (Informe, § 28). Y así como este Comité consideró que 

España, al permitir que los empleadores dejaran de aplicar, unilateralmente, 



las condiciones estipuladas en los convenios colectivos, contravenía el art. 6.2, 

Carta Social Europea, el Comité de Libertad Sindical (OIT) entendió que la 

suspensión unilateral de un convenio colectivo era contraria a lo dispuesto en 

el Convenio N° 98 (Informe, § 31). 

N. Reveladora, y no menos dramática, ha sido la Comisión de Expertos en 

Convenios y Recomendaciones (OIT) en lo tocante a Grecia, cuando comprobó 

en 2013, que “tras seis años seguidos de recesión y cuatro años de políticas de 

austeridad, el país fue conducido a una catástrofe económica y humanitaria sin 

precedentes en tiempos de paz: un 25 por ciento de contracción del PIB –más 

que durante la Gran Depresión en los Estados Unidos–; más del 27 por ciento 

de desempleo –el nivel más elevado de cualquier país industrializado 

occidental durante los últimos treinta años–; el 40 por ciento de reducción de 

la renta disponible de las familias; una tercera parte de la población por debajo 

del umbral de la pobreza; más de 1 millón de personas o el 17,5 por ciento de 

la población viviendo en hogares en los que no existe ningún ingreso. Estas 

consecuencias se relacionan principalmente con el programa de ajuste 

económico que Grecia tuvo que aceptar por parte del grupo de instituciones 

internacionales conocido como la ‘Troika’ (CE [Comisión Europea], Banco 

Central Europeo, FMI), para garantizar el reembolso de su deuda soberana. Las 

mencionadas estadísticas ponen de manifiesto que la política de austeridad 

continua ha arrojado al país a una espiral de continua recesión, pérdida del PIB 

y del empleo, déficit públicos más elevados y deuda” (57) . 

Ñ. La investigación sobre la experiencia europea no es más alentadora, pero sí 

elocuente: a pesar de algunos indicios de recuperación económica, los 

resultados globales de las políticas de crisis han sido decepcionantes: cinco 

años después del estallido de la crisis, Europa no ha logrado volver a un sólido 

camino de crecimiento. El problema de la pobreza puede empeorar en el 

futuro así como la alta tasa de desempleo, especialmente entre los 

trabajadores jóvenes; asimismo, el aumento de formas atípicas de empleo y los 

cambios en los sistemas de pensiones alimentarán la pobreza en la tercera 

edad en una escala sin precedentes. Sin embargo, las élites políticas de 

Bruselas y Frankfurt no se han sentido impresionadas por el pobre resultado 

de sus terapias y, en todo caso, piden más que menos neoliberalismo. En 

resumen, la convergencia inducida por la crisis puede no poner fin a la 



diversidad institucional en Europa –no menos importante debido a la continua 

resistencia a la reestructuración neoliberal– pero, ciertamente, hace que las 

variedades europeas de capitalismo se vean más como variedades de 

neoliberalismo (58) . 

Por otro lado, no es por azar que estudios difundidos por la OIT sobre la 

eurozona, repitan las conclusiones del World of Work Report 2012, en cuanto 

confirma la evidencia de otros estudios acerca de que las reformas del 

mercado laboral no van a mejorar el empleo en el corto plazo en el contexto 

de un limitado crecimiento económico: frente a la recesión, una menor 

regulación puede conducir a más despidos sin apoyar la creación de puestos de 

trabajo; asimismo, el debilitamiento de la negociación colectiva es probable 

que provoque una espiral descendente de salarios, retrasando así aún más la 

recuperación. Y añade: la expectativa de que la austeridad aumentaría la 

inversión no se ha materializado (59). 

Incluso la voz institucional se ha hecho oír, casi en un grito. Así, la Asamblea 

Parlamentaria del Consejo de Europa mostró su preocupación por el riesgo de 

que las políticas de austeridad y los enfoques restrictivos seguidos, 

esencialmente fundados sobre recortes presupuestarios del gasto social, no 

logran sus objetivos de consolidar los presupuestos públicos, pero agravan aún 

más la crisis y menoscaban los derechos sociales, al tocar, principalmente, a las 

clases de más bajos ingresos y a las categoría más vulnerables de la población, 

Luego, ante un liberalismo económico “desenfrenado”, recomendó a los 

Estados realizar una reorientación de los programas de austeridad actuales, 

para poner fin a la tónica casi exclusiva puesta sobre la reducción del gasto 

social en materia social, como las jubilaciones, los servicios sociales o las 

prestaciones familiares. La implementación de medidas de austeridad, advirtió 

críticamente, suele estar vinculada a organismos cuyo carácter plantea 

cuestiones de legitimidad y control democrático, como la “Troika”, o a 

“gobiernos tecnocráticos” (60) . No menos relevante para las presentes líneas, 

es que dicha Asamblea Parlamentaria, frente a las restricciones que las 

políticas de crisis y austeridad impusieron al derecho sindical, al derecho a la 

negociación colectiva y al derecho de huelga, llamó a los Estados a proteger, 

reforzar y consolidar estos derechos y, en su caso, a restablecerlos (61) . Y, con 

cita de esta última resolución, previo deplorar, especialmente, la degradación 



continua de las condiciones de empleo y trabajo, las dificultades de los jóvenes 

para acceder al mercado de trabajo, el debilitamiento de la negociación 

colectiva, la reducción de los alcances y calidad de los servicios públicos, en 

particular los destinados a las personas más vulnerables (niños, minorías 

étnicas, migrantes y personas con discapacidad), convocó a los Estados, inter 

alia, a garantizar la compatibilidad de las nuevas medidas políticas con los 

derechos sociales individuales y colectivos (62). 

Las conclusiones del Experto Independiente, con motivo de sus encuentros con 

diversos órganos de la Unión Europea (Comisión Europea, Banco Central 

Europeo, Parlamento Europeo…), corren en paralelo con las antedichas, al 

expresar su profunda preocupación por el cambio paradigmático que se ha 

arraigado en la Unión Europea en los últimos años, que está socavando un 

enfoque previamente equilibrado para garantizar la estabilidad económica, la 

igualdad y la cohesión, en favor de un enfoque desproporcionado sobre la 

disciplina presupuestaria y la competitividad. Las políticas de austeridad, 

desafortunadamente con demasiada frecuencia, han ido de la mano con el 

quebranto de los derechos económicos, sociales y culturales, al mismo tiempo 

que las desigualdades en materia de ingresos y riqueza aumentaron dentro de 

la Unión Europea y sus Estados miembros. La consolidación fiscal y las políticas 

de reforma estructural implementadas en Chipre, Grecia, Irlanda, Portugal y 

España –precisa– profundizaron las recesiones económicas y fomentaron el 

aumento del desempleo y de la pobreza. Considerar los derechos humanos 

como aspectos exógenos a tales reformas económicas, significa ignorar las 

obligaciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y privar a las 

discusiones políticas relevantes de un perspectiva crítica. La economía –

recalca– no es el ama de la sociedad, sino su servidora (63). 

O. Más todavía; las políticas de ajuste no solo perjudican a los derechos 

laborales; también lo hacen, con intensidad, a otros derechos económicos y 

sociales, como los derechos a una vivienda adecuada, a una alimentación 

adecuada, al más alto nivel posible de salud, aumentando la pobreza y la 

exclusión (Informe, §§ 36/39). También menoscaban a derechos civiles y 

políticos, e.g, en muchos países los efectos de las políticas de austeridad han 

causado protestas y disturbios, a los que, en numerosos casos, los agentes de 

las fuerzas del orden han respondido haciendo un uso desproporcionado de la 



fuerza contra los manifestantes, con las consiguientes violaciones de los 

derechos civiles y políticos (ídem, § 40) (64) . El Comité DESC lo ha 

puntualizado respecto de nuestro país (65) . 

P. Total: estamos en presencia, en palabras del Premio Nobel de Economía, 

Paul Krugman, del “extraño triunfo de las ideas fallidas (failed ideas). Los 

fundamentalistas del libre-mercado se han equivocado en todo; sin embargo, 

dominan ahora la escena política más a fondo que nunca” (66) . La utopía del 

Mercado Total, diría A. Supiot: despolitización científica de la economía, 

mercantilización plena del trabajo, la tierra y el dinero, y una competencia sin 

cuartel, incluso sujetando los sistemas jurídicos al law shopping, una suerte de 

mercado de productos legislativos (67). 

Empero, toda vez que ha quedado demostrado empíricamente que la 

desregulación del (mal llamado) mercado de trabajo, antes que favorecer la 

recuperación de los pueblos arrojados a vivir en contextos de crisis financieras 

y económicas, les ha causado, sin respeto ni medida, gravísimos daños y 

violencias a sus derechos humanos económicos y sociales internacionalmente 

(y constitucionalmente) reconocidos y protegidos, cuando no generado 

subdesarrollo, desigualdad, exclusión y empobrecimiento, ante este cuadro y 

las notorias falacias que pretenden ocultarlo, insistimos, es necesario, como lo 

hace el Informe (§ 54), poner de relieve, amén de los pretextos ya 

mencionados (B), la posible importancia de otros factores que están detrás de 

las reformas de desregulación y socavan la normativa laboral, “como el sesgo 

ideológico y las intenciones no declaradas de adoptar medidas regresivas en 

materia de distribución”, esto es, precisemos, medidas de injusticia social. 
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